
En la ciudad de La Plata, a los seis días del mes de julio del año dos mil seis, reunidos los integrantes de la Sala Segunda del Tribunal de Casación Penal de la Provincia de Buenos Aires, doctores Jorge Hugo Celesia, Fernando Luis María Mancini y Carlos Alberto Mahiques, bajo la presidencia del primero de los nombrados, con el objeto de resolver esta causa nº 6352 del registro de esta Sala, caratulada “M., F. A. s/ Rec. de Casación”, estando representado el Ministerio Público Fiscal por la Sra. Fiscal Adjunta de Casación Penal, Dra. Alejandra Marcela Moretti, y el imputado por la Sra. Defensora Oficial Adjunta de Casación Penal, Dra. Ana Julia Biasotti.

Habiéndose efectuado el sorteo para establecer el orden en que los señores jueces emitan su voto, resultó designado para hacerlo en primer término el Dr. Mancini y en segundo lugar el Dr. Mahiques y por último el Dr. Celesia.

A N T E C E D E N T E S

1°) Llega la presente causa a conocimiento de este Tribunal de Casación Penal en virtud del recurso deducido por la Defensa Oficial que asiste técnicamente al imputado F. A. M. contra la sentencia, dictada por el Tribunal en lo Criminal Nº 3 del Departamento Judicial Mar del Plata, que condenara al nombrado imputado a la pena de veintiún años de prisión, accesorias legales y costas del proceso, como autor penalmente responsable de los delitos de Homicidio en concurso real con Abuso Sexual con Acceso Carnal, en los términos de los arts. 55, 79, 119, párrafo 3° del Código Penal. 

2°) Como primer motivo casatorio la Defensa del procesado M. denuncia la violación del art. 79 del Código Penal y la inobservancia del art. 81 inc. 1° “a” del mismo cuerpo legal.

En tal sentido, explica que la afirmación del Sentenciante, relativa a que en el presente caso no podía sostenerse que el imputado hubiere actuado frente a circunstancias que se hicieren excusables, debido a la carencia de culpa en la persona del encartado, no se condice con el obrar de M., en tanto éste se entregó a las autoridades policiales reconociendo el hecho de haber dado muerte a la Sra. R. T. G. y aportando los datos necesarios para la ubicación del cadáver, tal como surge de las actuaciones de fs. 8 y 9, como así también por lo manifestado por el comisario López en el transcurso del debate.

Agrega que la circunstancia de encontrarse en presencia de un sujeto violento no excluye de manera terminante la atenuante invocada por la defensa ya que la emoción puede llegar a remarcar los rasgos de la personalidad del agente: el normalmente irascible al emocionarse puede intensificar su ira y tales características no deben ser excluidas del tipo atenuado.

Destaca que la víctima era adicta al alcohol (conforme surge de los informes periciales incorporados por lectura de la Lic. Matilde Chino y de los psicólogos forenses Craig y Cleiman) y que las testigos M. E. G. y O. S.  relataron que la imputada llevaba consigo una bolsa  de mandados con una botella en su interior, y que S. observó a la damnificada llamando y pateando la puerta de Belgrano 6..., circunstancias que coinciden con lo afirmado por el imputado en cuanto refirió que : “la mujer estaba tomada, venía a pedirme plata, en préstamo cincuenta pesos y veinte que se le debía a la chica por trabajos hechos...dijo el acusado que no tenía más que treinta y tenía que ir a ver un trabajo, siendo así que la mujer le insistía que le diera veinte pesos. La madre sospechaba que él andaba con la hija pero a preguntas que le hacía él lo negaba: Así discuten y dice que la mujer lo ataca tirándosele encima , a la vez que lo agrede con un bolso de compras -ver fs. 184”.

Por otro lado, expresa que la circunstancia de que M. no sea un sujeto hiperemotivo no resulta determinante para excluirlo de la situación que prescribe el art. 81 inc. 1° “a” del Código Penal, pues considera, con cita de doctrina, que un sujeto normal es tanto o más proclive a la impulsión emocional que un hiperemotivo, destacando que la inestabilidad del equilibrio nervioso tiene más relevancia que la construcción hiperemotiva.

Sostiene que la presencia de memoria conservada en el imputado, carentes de tramos lacunares, no aparece como un factor excluyente como para descartar liminarmente la atenuante solicitada por su parte, tal como lo aseveró el psiquiatra Otamendi en cuanto afirmó que el relato pormenorizado del reo no es incompatible con un estado de emoción violenta -fs. 179-.

Considera que la presencia en el cuerpo de la víctima de lesiones traumáticas distribuidas casi con exclusividad en la región de la cabeza,  cara y cuello, denotan un obrar compatible con el de un sujeto en el cual se conmocionó su ánimo, dificultando el pleno dominio de sus acciones. 

Señala que del voto del Juez Dr. Adler se desprende que el mismo confunde una causa predisponente constitucional que integra junto con otras causas: predisponente adquiridas, determinantes, etc. la conformación de un estado emocional violento, con la emoción violenta misma, al decir: “...no debemos confundir la agresividad o impulsividad extrema de un psicópata con la emoción violenta. Descartó así el aspecto subjetivo del tipo atenuado...”.

En lo que respecta a la faz valorativa de la atenuante solicitada, expresa que no comparte lo afirmado por el Tribunal de Grado, pues considera que el reclamo del dinero o el acoso de su hija fueron las causas provocadoras de la emoción violenta. Sobre el punto agrega que el estímulo recibido por el autor desde afuera, como causa determinante y que motivó el desencadenamiento de la crisis, depende del disvalor personal que se le atribuye. Cita lo resuelto por la S.C.J.B.A., en la causa p 42.721, en cuanto se afirmó que: “...el motivo de la atenuación punitiva reside, principalmente, en la disminución que la fuerte crisis afectiva produce en la capacidad de comprensión y dirección...por consiguiente no parece adecuado reducir el contenido de este elemento valorativo en función de la positiva y taxativa concurrencia de motivos éticos o de defensas ilegítimas de derechos o de otras restricciones que pudieren excluir  indebidamente casos  en que las circunstancias fueren neutras a la valoración...”.

Alega que la sentencia incurre en una incongruencia al afirmar por un lado que M. no sentía culpa o arrepentimiento (fs. 196 vta.) y por otra parte se valora los sentimientos de culpa y de arrepentimiento del mismo (fs. 197 vta.).

Cita doctrina en apoyo de su pretensión y solicita que se case el fallo, calificándose la conducta de su asistido en los términos del art. 81 inc. 1° “a” del Código Penal,  reduciéndose la sanción al mínimo legal de la pena de prisión, la que pide se aplique en suspenso, en atención a la calidad de primario y el buen concepto que registra el imputado M..

Como segundo motivo de agravio denuncia la errónea aplicación de los arts. 1°, 210 y 373 del C.P.P. que según el defensor determinó la vulneración del art. 119 párrafo tercero del Código Penal.

Señala que el único elemento de cargo lo constituye la declaración de la víctima  la cual se enfrenta a lo declarado por el imputado. En tal sentido sostiene que carecen de credibilidad los dichos de la menor G. en tanto refirió que el acto sexual se extendió aproximadamente por el lapso de tres horas y conforme emerge del informe médico de fs. 28 no se constataron lesiones propias de un ataque sexual violento.

Agrega que si bien a fs. 188 vta. el Juzgador, en función de lo afirmado por el médico Dr. Miguel Angel Martín, expresó que “...las mujeres víctimas de ataques sexuales cometidos con amenaza de armas suelen no presentar lesiones clínicamente diagnosticables...”, considera que tal apreciación fue valorada equivocadamente ya que el acto sexual, tal como lo relatara la damnificada G., en cuanto a la violencia y el prolongado lapso por el cual se extendió, tendría que haber dejado secuelas detectables clínicamente, y en el caso, tal como lo afirmara el médico mencionado, lo expresado en el informe médico no se condice con un acceso carnal violento por no constatarse  lesiones físicas paragenitales y genitales.

En cuanto al testimonio de M. I. C. considera que el mismo no fue correctamente valorado pues lo manifestado por esta en el debate, al ser careada con la víctima,  no concuerda con lo manifestado a fs. 172/174, en el sentido de haber reconocido una relación con el imputado,   razón por la cual estima que debió aplicarse el principio contenido en el párrafo tercero del art. 1° del Código Procesal Penal.

De otro lado, el recurrente también se disconforma con la valoración que el “A quo” realizara respecto de lo declarado por lo psicólogos Adriana Edith Craig y Carlos Edgardo Cleiman, quienes afirmaron que la menor les impresionó como no veraz,  mientras que el Sentenciante atribuyó valor probatorio a los dichos de la menor pues estimó que ambos peritos omitieron interrogar a la niña o referirse a la violación denunciada, como tampoco tuvieron las actuaciones del Tribunal de Menores.

Sostiene que la valoración del “A quo” fue errónea a la luz del art. 210 del rito toda vez que, según entiende el defensor, lo medular del estudio de personalidad llevado a cabo por los profesionales consistía principalmente en evaluar el grado de credibilidad de la denunciante y no una pericia en torno a su historia vital. Además, resalta que los mencionados psicólogos estuvieron presentes durante todo el desarrollo de la audiencia de debate pudiendo observar desde el plano profesional las circunstancias que rodearon al caso y principalmente el relato de la denunciante.

Menciona que, al tratar la cuestión referida a la participación del imputado, el Sentenciante  se dedicó a analizar la ampliación del informe  de los peritos nombrados, valorando erróneamente las consideraciones de los mismos, al restarle poder convictivo. Es así que a fs. 192 vta, se valoró que “...se profundizó en la audiencia la interrogación por parte de la defensa en ampliación de la pericia correspondiente de los psicólogos Lic. Craig y Cleiman. Los citados profesionales que efectuaron la evaluación psicológica de la menor, concluyeron que la misma tenía sentimientos ambivalentes “de amor y rechazo”, que los mismos podrían redondearse en el “no me gusta pero me sirve”, que tiene una falta de compromiso emocional, pareciendo también de alguna manera una joven sobreadaptada, que busca quedar bien y que se expresa diciendo esperar lo que se diga, que ellos creen que no colabora sinceramente. Predomina el control, la negación, la disociación y el aislamiento, con falta de empatía, creyendo que hay tendencia a simular, siempre a la mentira sistemática con sentido utilitario...”.

El Defensor considera que, aún en el caso en que no se haga lugar a los reclamos precedentes debe, ante la falta de certeza suficiente para tener por acreditado el hecho, tenerse por vulnerado el art. 1° del C.P.P., en tanto establece el beneficio de la duda a favor del encartado.

Menciona que la defensa ha puesto en tela de juicio la probidad de la víctima  y su imparcialidad, razón por la cual estima que el Tribunal de Grado inobservó la doctrina jurisprudencial de la S.C.J.B.A. que sostiene que. “...la calidad de hábil asignada al testimonio de la víctima no puede ser conmovida si ni siquiera se ha puesto en tela de juicio la capacidad, probidad, conocimiento del hecho sobre el que depone ni su imparcialidad...”(P. 37.885 del 2/8/88).

Finalmente, cita lo resuelto por la Corte Suprema de la Nación en cuanto se afirmó que: “...la prueba de los delitos contra la honestidad –en el caso, violación- resulta de difícil recolección, no sólo por los desarreglos psicológicos  que provocan en la víctima  sino también por  el transcurso del tiempo hasta que llega la noticia “criminis” al tribunal...es arbitraria la sentencia que frente a las pruebas , indicios y presunciones existentes adopta una conclusión sólo posible  en virtud de una consideración fragmentaria y aislada de tales elementos, incurriendo en omisiones y falencias en relación a la verificación de hechos  conducentes para la decisión del litigio...”.

En esos términos  solicita que se case la sentencia impugnada.

3°) Que a fs. 79/83 la Sra. Defensora  Adjunta de Casación Penal desistió de la audiencia que prescribe el art. 458 del C.P.P. a la vez que mantuvo en todos sus términos el recurso interpuesto, remitiendo a los argumentos expuestos en la presentación originaria.

Sin perjuicio de ello, denuncia que se incurrió en arbitrariedad al determinarse la pena  por haberse omitido tratar la valoración de atenuantes solicitadas por la defensa (“la admisión del homicidio efectuada por el imputado en la audiencia y su presentación voluntaria ante las autoridades policiales”), quebrantándose el debido proceso legal consagrado por el art. 18 de la Constitución Nacional. Agrega que por configurar un supuesto de nulidad previsto por el art. 203 del C.P.P., el Tribunal de Casación se encuentra facultado conforme lo normado por el art. 434 del ritual.

En relación a las agravantes ponderadas, denuncia que el Tribunal “A quo” ha incurrido en arbitrariedad al valorar “la nimiedad de los motivos confesados como determinantes”. Cita lo resuelto por este Tribunal  de Casación en la causa n°4340 “Avalos, Carlos María s/Rec. de Casación” en cuanto se dijo que:”...la incidencia de dicha circunstancia como pauta mensurativa de la pena es relativa, pues ante la incuestionable protección de la vida humana , cualquier motivación homicida se convierte en fútil fuera de las previstas como justificantes o atenuantes legales...”

Por lo expuesto, solicita que se case la sentencia en crisis.

4°) Por su parte, la representante del Ministerio Público Fiscal actuante ante esta Alzada solicitó el íntegro rechazo de la impugnación deducida por la defensa del procesado M..

En tal sentido, expresa que la crítica intentada contra la calificación legal asignada al primero de los hechos endilgados a M. (en la que se solicita la aplicación del tipo privilegiado del art. 81 inc. 1° “A” del C.P.), resulta manifiestamente inatendible.

Dice que el Tribunal de Mérito ha descartado, con argumentos que el recurrente no ha podido rebatir, aquel planteo defensista que ahora se reedita como agravio. Así, menciona que los Sentenciantes entendieron que no concurrían en el caso los componentes subjetivo y valorativo del tipo atenuando, toda vez que ninguna evidencia había de que M. hubiera actuado particularmente emocionado, ni menos aún de que las particulares circunstancias que rodearan al hecho pudieran excusar una hipotética alteración violenta del ánimo del autor.

Considera que son los propios argumentos del recurrente los que ponen en evidencia la razonabilidad del fallo en cuanto descarta la existencia de un estallido emocional en el agente, pues: a) la ausencia de sentimientos de culpa, apreciada por el perito Otamendi, no necesariamente es incompatible con la confesión posterior del hecho en sede judicial –en particular cuando lo burdo del evento torna evidente para su autor la inutilidad de una actitud diferente en el proceso- b) cierto es que puede emocionarse intensamente quien no es un hiperemotivo y pueden remarcarse en un arrebato emotivo los rasgos de una personalidad violenta, pero la inexistencia de rasgos de personalidad correspondientes a la primera categoría y la marcada presencia de los que corresponde a la segunda, son indicadores que imponen analizar con detalle las circunstancias del hecho para relevar la existencia de particulares circunstancias que permitan considerar  al caso comprendido entre los supuestos de emoción violenta, c) por último, destaca que la pluralidad de heridas causadas a la víctima pueden funcionar en algún caso como indicador del carácter emotivo de la agresión, pero considera que ello no ocurre en el caso, en el que la pluralidad de heridas responde a las características del medio  -fuerza física del sujeto activo- empleado para matar, el cual, a diferencia de otros medios, exige múltiples aplicaciones para conseguir el resultado.

Sin perjuicio de ello, considera que aparece evidente que las circunstancias del caso no lo hacían excusable. Refiere que la defensa destacó la existencia de una agresión previa por parte de la víctima, quién habría exigido dinero al imputado agrediéndolo con un bolso de compras que llevaba consigo, desencadenando una discusión y la reacción violenta de M., pretendiendo con ello encontrar la situación motivante que el tipo exige para excusar la emoción, circunstancia que la representante de la fiscalía no advierte que hayan sido dejadas de lado por los Sentenciantes, lo cual pone en evidencia el acierto  del juicio valorativo realizado en el fallo para descartar la excusabilidad de una hipotética reacción emotiva, pues es claro que el reclamo de dinero –cuya legitimidad no cabe descartar, teniendo en cuenta la reacción del imputado frente al mismo, quien se limitara a solicitar más tiempo a la requirente- y aún el reproche que a M. formulaba la víctima por el acoso que ejercía sobre su hija no excusaban un hipotético estallido emocional cuya existencia tampoco ha sido probada en autos. Ello pues para excusar el estado de emoción violenta, no se requieren motivos éticos, sino sólo que el impulso emotivo represente la reacción ante una injusticia de no escaso relieve.

Agrega que el legislador ha limitado la operatividad del tipo atenuado mediante la inclusión de un elemento valorativo: que las circunstancias excusen el hecho de haberse emocionado violentamente. Debe pues existir una causa provocadora de la emoción, es decir, un estímulo externo; y que el mismo sea eficiente para suscitar una emoción de esa índole, en la particular situación que vivió el sujeto, pero con referencia a cualquier persona (excusabilidad objetiva), la conclusión sobre la ocurrencia o no de este requisito exige una valoración por parte del juez, referida a las circunstancias del caso (incluidos el temperamento y personalidad del autor), pero a la que no son ajenos los parámetros culturales. De ahí que todos los criterios propuestos para medir la eficiencia causal, son relativos y orientadores, nunca absolutos. En tal sentido, menciona que se ha sostenido que “...el elemento valorativo requiere cierta inocencia o legitimidad ad – hoc por parte del sujeto respecto de las circunstancias condicionantes de la emoción...” y ello así,  pues la emoción no excusa por sí misma, sino que a su vez tiene que ser  ella misma excusada por algo más y distinto a ella. Para buscar la excusa, no debe partirse del estado emocional, sino llegarse a él, comenzando el análisis de la situación objetiva.

Concluye en que habiendo descartado los magistrados con criterio que considera acertado la concurrencia de circunstancia alguna que permita afirmar la mentada excusabilidad objetiva de una eventual reacción emotiva y no habiendo aportado el recurrente argumento alguno que alcance a desvirtuar aquel razonamiento, estima que corresponde rechazar el agravio.

De otro lado, también considera que debe rechazarse el segundo de los agravios articulados por la defensa.

Menciona que el Tribunal de Juicio consideró, dando expresas razones al efecto, que el testimonio de M. E. G. contenía una versión de lo hechos ajustada a la realidad, descartando así la versión propuesta por M. quien integra con la primera y completa el grupo de personas que pudieron presenciar directamente el hecho que se le imputa, pues ningún tercero pudo presenciar el evento.

Dice que la apreciación de la prueba de testigos y la determinación del grado de credibilidad de los mismos es materia reservada a los Jueces que tomaron contacto directo con el material probatorio y ajena, salvo absurdo, al ámbito del recurso de casación y que el sistema de valoración de la prueba establecido por el art. 210 del C.P.P. no impide que un solo testimonio pueda producir convicción respecto de un extremo fáctico, sin que ello implique violación a principio lógico alguno, de manera que no se demuestra que la conclusión convictiva del sentenciante resulte absurda o arbitraria con la mera invocación de esta circunstancia.

Afirma que en el caso la consideración de uno de los testimonios por sobre otro, llevada a cabo por el Tribunal “A quo”, considerando veraz el testimonios de la víctima, destacando en particular las circunstancias que tornan inverosímil el relato del imputado, no puede  ser tildada de absurda. Menciona que en el veredicto se enumeraron una serie de datos que corroboran la versión de G., tales como el secuestro en poder del imputado de una sevillana con las características descriptas por la damnificada, el contenido de la misiva redactada por el imputado obrante a fs. 35 del principal y los rasgos de personalidad del agente relevados por los peritos intervinientes en la causa.

Entiende que las objeciones que la defensa formulara en el debate respecto de la credibilidad asignada al testimonio de G. han recibido en el fallo adecuada respuesta.

Asevera que la modalidad de la ejecución que el acceso carnal abusivo asumiera en autos no es incompatible con la inexistencia de lesiones en el cuerpo de la víctima atribuibles a un sometimiento sexual violento. El uso de un arma blanca limitó en el caso los alcances de la resistencia física activa opuesta al acometimiento sexual, circunstancia que impide considerar incompatibles los resultados del informe médico con lo manifestado por la víctima.

Por otra parte, refiere que la testigo M. I. C. precisó durante el debate los alcances de su anterior declaración, aclarando que la menor no admitió la existencia de una relación amorosa con el imputado, destacando además que aquella le habría contado del acoso del que era objeto por parte del imputado en el marco de una relación laboral.

Concluye el punto, señalando que lo afirmado por los peritos psicólogos Craig y Cleiman acerca de la credibilidad que les inspiraba la menor se basó únicamente en apreciaciones personales de los profesionales y no en consideraciones con fundamento científico, resultando tales opiniones carentes de toda relevancia a los fines de analizar en esta Instancia el ejercicio de una facultad que corresponde exclusivamente a los Jueces de Grado.

Finalmente, solicita que se rechacen los novedosos motivos que la Defensora Adjunta de Casación introdujo por fuera del término que establece el art. 451 del Código Procesal Penal.

5°) Hallándose la causa en estado de dictar sentencia y practicado el sorteo del caso el Tribunal decidió plantear y resolver las siguientes

      C U E S T I O N E S:

Primera: ¿Corresponde hacer lugar al presente recurso de casación?

Segunda: ¿Qué pronunciamiento corresponde dictar?

A la primera cuestión el Sr. Juez, Dr. Mancini, dijo:
I.- El agravio relativo a la inobservancia del art. 81 inc. 1 “a” del Código Penal no puede ser acogido favorablemente.

En efecto, de la lectura del fallo recurrido se advierte que el Tribunal Sentenciante no tuvo por acreditada emoción violenta alguna, contingencia ésta que obstaculiza la pretensión calificatoria del recurrente puesto que, sin que exista sustrato fáctico que se adecue al molde del tipo legal denunciado como inobservado, las consideraciones de la defensa aparecen estériles para modificar el enmarque jurídico que fuera asignado en la sentencia.

Tampoco se demostraron defectos valorativos de entidad que pudieran configurar la errónea aplicación de los arts. 210, 373 y ccdtes del C.P.P. o evidenciar  supuestos de absurdo o arbitrariedad en la valoración de las pruebas que permitió a los Juzgadores formar convicción sobre el extremo fáctico en trato.

Aún así, debiera decirse que, conforme a lo que ya sostuviera en la causa n° 1299 “Rodas, Juan José s/Rec. de Casación” (Sent. 11/07/00 - Reg. n° 598), la figura atenuada de mención se integra con elementos que, por agruparlos de algún modo bajo epígrafes, podríamos separar en biológicos, psicológicos y jurídicos. Dichos elementos constituyen las cribas a través de las cuales corresponderá tamizar los datos constitutivos del caso para saber si puede ser atrapado por el tipo penal del art. 81 inc. 1° “a” del Código Penal.

Entre los primeros deben consignarse las alteraciones corporales que conlleva la emoción violenta, sin que sobre mencionar ahora que este tipo de emoción no es aquella propia y ordinaria de todo ser humano que atraviesa una circunstancia fuertemente conmovedora.  Ya se ha dicho que nadie mata beatíficamente, y esto quiere decir que, en general, los hombres  cuando están matando  no lo hacen sin emoción. Por supuesto que no es esa la gravedad, o mejor, la intensidad anímica a la que quiere referirse el legislador cuando atenúa la comisión de delitos en estado de emoción violenta. 

La violenta emoción legalmente consagrada se caracteriza por una intensísima conmoción del ánimo, que más allá de inherir en la acción humana misma, suele desordenar los comportamientos diluyendo la capacidad inhibitoria natural de los frenos humanos naturalmente genuinos o culturalmente adquiridos, todo lo cual se trasunta morfológicamente en cambios físicos del momento que hacen a la parte médico corporal (alteraciones de pulso, vista, color de piel, coordinación, y otros).

Entre los segundos, aparecen los síntomas psíquicos a partir de los cuales se producen los desajustes valorativos de la emergencia en relación con el cuadro circundante vivido y los frenos inhibitorios desacomodados en relación a valores cuya escala suele volverse ocasionalmente crítica.

Entre los terceros, se encuentran todas las pautas relativas a la excusabilidad y el enfoque jurídico correspondiente.

Como antes dije, el fallo no contuvo la existencia de un suceso que pudiera dar lugar a la calificación legal pretendida, pues siquiera se demostró que el acusado hubiera actuado bajo un cuadro emocional compatible con el requerido con la figura atenuada que la defensa entiende de aplicación. 

Todo lo contrario, ya que en el pronunciamiento recurrido, con sustento en el dictamen del Dr. Otamendi, se explica que M. posee síntomas parecidos al psicoticismo, mostrando falta de resonancia y empatía, que da lugar a una anestesia afectiva, como también que el acusado, en virtud del trastorno de la personalidad que presenta, se encuentra en el polo opuesto de quién reacciona con emoción (ver fs. 196/197).

Así las cosas, cabe concluir que en el hecho que se tuvo por demostrado no se encuentran presentes elementos de los dos primeros grupos antes referidos. 

No obstante ello, el Tribunal de Grado avanzó en su análisis examinando la exigencia típica de la figura relativa a la excusabilidad, y rechazó la posible aplicación del tipo atenuado del art. 81 inc.1° “A” del Código Penal. 

 Los argumentos invocados por el recurrente referidos a la excusabilidad configuran un vano intento de conducir a una solución distinta a la asumida por el fallo, pues los mismos emergen de elucubraciones indiciarias que la defensa extrae a partir de valoraciones propias de pruebas distintamente tratadas por el Juzgador.

De tal forma, carecen de entidad las conjeturas invocadas por el recurrente relativas a la memoria conservada del encartado (como factor no excluyente de la atenuante en trato) y a la ubicación de las lesiones en el cuerpo de la víctima, pues no pasan de trasuntar un criterio valorativo opuesto al asumido por el Tribunal de Grado.  

Además, no habiéndose probado objetivamente la violenta emoción, es inocuo el intento de la defensa referido a la excusabilidad, más allá de que los Juzgadores estimaron que la supuesta afrenta provocadora alegada por el imputado (el reclamo de dinero y/o el reproche por el acoso de la hija de la víctima) no representó una injusticia de relieve, idónea para producir una reacción de magnitud tal como la realizada por el encartado, todo lo cual conduce a un pronunciamiento convalidatorio de la postura del Tribunal recurrido en lo que hace a la inexistencia de circunstancias excusantes.


Así entonces, aparece correcta la calificación legal de Homicidio (art. 79 C.P.) asignada al hecho que damnificara a R. T. G..

Por todo lo expuesto, corresponde rechazar el agravio hasta aquí analizado.

II.- Tampoco corresponde hacer lugar al reclamo de la defensa vinculado con la errónea aplicación de los arts. 1°, 210 y 373 del Código Procesal Penal y con la transgresión del art. 119, párrafo tercero, del Código Penal. 

La Defensa, al igual que lo intentara durante el transcurso del debate, pretende deteriorar el valor convictivo que los Jueces de Grado apreciaron en el testimonio de la víctima M. E. G. con el argumento relativo a que la extensión de tiempo que tuviera el ataque sexual sufrido por la menor debió haber dejado en su persona lesiones clínicamente constatables, las cuales no se observan en el informe médico de fs. 28.

Tal alegación de la defensa fue correctamente tratada por el Juzgador quien explicó que si bien el médico de policía manifestó que lo expresado en el informe médico de fs. 28 no se condice con un acceso carnal violento, por no constatarse lesiones físicas paragenitales y genitales, lo cierto es,  como bien lo señaló el Sentenciante, que el mismo médico relativizó tal afirmación aclarando que, de acuerdo a su experiencia forense, las mujeres víctimas de ataques sexuales cometidos con amenazas con armas suelen no presentar lesiones clínicamente constatables, lo cual muestra que el razonamiento desarrollado por el “A quo”  no presenta fisuras lógicas que pudieran afectar la operación valorativa que permitió formar su convicción sobre el extremo en trato. Más aún cuando en el caso se empleó un arma blanca para doblegar la resitencia que pudiera oponer la víctima.

Como puede advertirse, la crítica de la defensa no evidencia la existencia de un posible absurdo valorativo, sino más bien introduce solamente una discrepancia subjetiva con el valor, la intensidad o la conducencia que a la prueba le fuera asignada por el Tribunal recurrido.

Y digo que el recurrente solo opone un criterio personal disímil a aquel que fuera adoptado por el Sentenciante al evaluar e interpretar el material probatorio, porque justamente la queja articulada se instala sobre el valor que el “A quo” asignó al testimonio de la damnificada G.. 

También debe rechazarse el agravio del defensor que intenta denostar la palabra de la víctima con sustento en lo declarado por la testigo C. a fs. 173 vta., en el sentido de que la menor le manifestara a C. que había mantenido una relación con M., pues tal como lo aclaró el Magistrado de Grado, cuando la nombrada testigo fue careada con la damnificada en el juicio, reconoció que la menor G. no admitió relación alguna que excediera la laboral, refiriendo además que la menor se quejó de que el imputado “...se tomaba atribuciones, que le tocaba las manos, que la quiso abrazar y que si bien sentía rechazo, tenía que aguantar para no perder el trabajo...” (ver fs. 189). Y tal conclusión del Juzgador no puede censurarse ya que el recurrente, sin mostrar defectos valorativos, tan solo pretende que se aplique el principio de la duda beneficiante al imputado (art. 1° del C.P.P.), cuando en realidad no existió hesitación alguna de los Sentenciantes sobre dicho punto.

Tampoco resulta atendible la critica que la defensa articula sobre la ponderación que el Tribunal de Juicio realizara sobre los dictámenes de los psicólogos Craig y Cleiman, pues el “A quo” explicó que ambos profesionales se encargaron de expresar que sus aseveraciones no tenían fundamento científico y que residían únicamente en impresiones meramente personales, circunstancias que, sumadas a que los mencionados peritos omitieron interrogar a la víctima sobre la violación denunciada, no tuvieron a la vista la causa del Tribunal de Menores, ni los informes socio ambientales y psicológicos de esos actuados, permitieron a los Sentenciantes no otorgar relevancia determinante a las conclusiones de los peritos Craig y Cleiman.

Y esa conclusión valorativa del “A quo” no puede ser aquí cuestionada toda vez que mediante el recurso de casación no puede provocarse un nuevo examen crítico de los testimonios que dan basamento al fallo, toda vez que el valor de dichas pruebas no se encuentra preestablecido sino que es materia propia del Tribunal de mérito determinar el grado de convencimiento que los testimonios puedan producir, pues los mismos cuentan con la inmediación propia del debate oral, sin que tal circunstancia implique que el Sentenciante se encuentre exento de expresar los motivos en que se funda su convicción, tal como ha sucedido en el caso de autos.

Cerrando el punto, cabe señalar aquí que la supuesta inobservancia de la doctrina sentada en las causa P.37.885 del 2/8/88 por la S.C.J.B.A. que invoca el recurrente  (...la calidad de hábil asignada al testimonio de la víctima no puede ser conmovida si ni siquiera se ha puesto en tela de juicio la capacidad, probidad, conocimiento del hecho sobre el que depone ni su imparcialidad...) no logra adecuarse al supuesto que la defensa estima aplicable y por tal razón resulta abstracta cualquier consideración que pudiera hacerse al respecto. 

Lo dicho alcanza para desestimar esta porción del recurso.

III- Finalmente, no corresponde ingresar al tratamiento de los motivos novedosamente incorporados por la Sr. Defensora Adjunta de Casación Penal, toda vez que los mismos fueron incorporados por fuera del plazo que regula el art. 451 del C.P.P.

A la primera cuestión voto por la negativa.

A la primera cuestión planteada el Sr. Juez, Dr. Mahiques, dijo:
Adhiero al voto de mi colega preopinante, el Sr. Juez, Dr. Mancini, por los mismos motivos y fundamentos.

Voto por la negativa.

A la primera cuestión planteada el Sr. Juez, Dr. Celesia, dijo:
Adhiero al voto de mi colega preopinante, el Sr. Juez, Dr. Mancini, por los mismos motivos y fundamentos.

Voto por la negativa.

A la segunda cuestión planteada el Sr. Juez, Dr. Mancini, dijo:

En cuenta del resultado obtenido en las cuestiones precedentes, propicio el rechazo con costas del recurso de casación que fuera deducido por la Defensa Oficial que asiste técnicamente al imputado M.. (Arts. 421, 448, 451, 454 inc. 1º, 530, 531 y ccdtes. del C.P.P., según ley 11.922 y sus modificatorias) 

Así lo voto.

A la segunda cuestión planteada el Sr. Juez, Dr. Celesia, dijo:
Adhiero al voto de mi colega preopinante, el Sr. Juez, Dr. Mancini, por los mismos motivos y fundamentos.

Así lo voto.

Por lo que terminó el acuerdo, dictándose la siguiente 

S E N T E N C I A


En mérito al resultado habido en la votación que antecede, la Sala II del Tribunal de Casación Penal





R E S U E L V E

I.- RECHAZAR, con costas el recurso de casación interpuesto por la Defensa Oficial que asiste técnicamente al imputado F. A. M. contra la sentencia dictada por el Tribunal en lo Criminal Nº 3 del Departamento Judicial Mar del Plata, que condenara al nombrado imputado a la pena de veintiún años de prisión, accesorias legales y costas del proceso, como autor penalmente responsable de los delitos de Homicidio en concurso real con Abuso Sexual con Acceso Carnal, en los términos de los arts. 55, 79, 119, párrafo 3° del Código Penal. (Arts. 421, 448, 451, 454 inc. 1º, 530, 531 y ccdtes. del C.P.P., según ley 11.922 y sus modificatorias).

II.- Regístrese, notifíquese, y oportunamente archívese.

Fdo.: Jorge Hugo Celesia – Fernando Luis María Manzini – Carlos Alberto Mahiques 

Ante mí: Gonzalo Santillán Iturres

